
Incumplimientos reportados, expansión de grupos armados, gestores de paz y 
consecuencias sobre las ciudades capitales

El presente análisis examina de manera 
general el desempeño de la política de "Paz 
Total" del Gobierno del presidente Gustavo 
Petro (2022–2026), a partir del Boletín 67 
de Asocapitales, de cifras reportadas por 
organismos de derechos humanos, centros 
de investigación independientes y fuentes 
abiertas.

Los datos disponibles sugieren que la 
política de paz total no evidencia resultados 
consistentes en contener de manera 
verificable la expansión de los grupos 

LA PAZ TOTAL Y EL AUMENTO
ESTRUCTURAL DE LA VIOLENCIA EN
COLOMBIA (2022–2026)

RESUMEN
EJECUTIVO

armados organizados, ni la presión violenta 
sobre los territorios: paralelamente se 
observa el fortalecimiento de los grupos 
armados, del aumento de homicidios, 
extorsión y secuestros, del nombramiento o 
designación de 75 personas con 
antecedentes o condenas penales como 
"gestores de paz", y de consecuencias 
concretas sobre la seguridad y 
gobernabilidad de las ciudades capitales — 
incluyendo amenazas directas a once 
alcaldes.
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La "Paz Total" tiene como antecedente el 
Acuerdo de Paz de 2016 entre el Gobierno del 
presidente Juan Manuel Santos y las FARC-EP, 
cuya contraprestación fue la dejación de armas. 
Sin embargo, persistieron vacíos de presencia 
estatal en varios territorios, que fueron 
ocupados rápidamente por el ELN, las 
disidencias de las FARC y el Clan del Golfo.

Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo 
2022-2026 del gobierno Petro estableció que la 
Paz Total implicaba desarticular las 
organizaciones criminales mediante su 
sometimiento, concentrando la acción del 
Estado en quienes generan violencia, lavan 
activos y extorsionan, con erradicación forzosa 
de cultivos ilícitos y destrucción de 
infraestructura ilegal.

Para dar sustento jurídico a esta política, la Ley 
2272 de 2022 definió la Paz Total como política 
de Estado, facultando al Gobierno para 
adelantar dos tipos de procesos: negociaciones 
políticas con grupos armados organizados, 
orientadas a acuerdos de paz, y acercamientos 
con estructuras de crimen de alto impacto para 
lograr su sometimiento a la justicia y 
desmantelamiento.

No obstante, la realidad del período 2022-2026 
evidenció una brecha profunda entre el marco 
normativo y los resultados concretos: mientras 
el Gobierno negociaba, los grupos armados 
ampliaron su estructura y su presencia 
territorial, las economías ilegales continuaron 
operando sin restricción verificable y ningún 
proceso de diálogo incluyó compromisos 
efectivos de desmantelamiento, convirtiendo la 
Paz Total en un instrumento que, en la práctica, 
otorgó beneficios jurídicos sin exigir 
contraprestaciones reales en materia de 
seguridad.

I. Antecedentes y contexto de la Paz 
Total

Al asumir en agosto de 2022, el Gobierno 
propuso dialogar a través de dos procesos, i) 
negociaciones con grupos armados 
organizados al margen de la ley y II) 
Acercamientos y conversaciones con grupos 
armados organizados o estructuras armadas 
organizadas de crimen de alto impacto, entre 
ellas: ELN, Estado Mayor Central (EMC, 
disidencia de las FARC comandada por alias 
Iván Mordisco), Estado Mayor de los Bloques y 
Frentes (EMBF, alias Calarca Córdoba), 
Segunda Marquetalia, Coordinadora Nacional 
Ejército Bolivariano (CNEB) y el Ejército 
Gaitanista de Colombia (EGC), también 
conocido como Clan del Golfo o AGC. En su fase 
inicial, el gobierno de manera unilateral y sin 
evidenciar avances decretó ceses al fuego 
parciales que en algunos territorios redujeron 
temporalmente ciertos indicadores de violencia.

La estrategia inicial del Gobierno 

El Gobierno ha venido utilizando dos 
herramientas principales: la suspensión de 
órdenes de captura, en este mecanismo se 
tiene información de 205 representantes de 
grupos armados (Fiscalía General de la Nación, 
2025), y la figura de los "gestores de paz". 
Ambas fueron diseñadas para facilitar los 
diálogos, pero terminaron generando efectos 
contrarios a los buscados, según los datos 
disponibles.

Los dos mecanismos de incentivo y 
su impacto
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Analistas de la Fundación Ideas para la Paz 
señalaron que mientras el Estado 
negociaba, los grupos ilegales ampliaban 
su influencia sin asumir costo alguno. Para 
abril de 2026, los principales procesos se 
encontraban suspendidos, congelados o 
aplazados; y, en todo caso, sin resultados 
verificables de reducción de violencia.

El propio ministro de Defensa Nacional 
reconoció que los grupos armados ilegales 
se han aprovechado de los ceses al fuego.

 
https://www.elcolombiano.com/colombia/mindefensa-acepta
-crisis-de-seguridad-DO24804160
  
https://concejodebogota.gov.co/75-criminales-con-mas-de-1
-246-anos-de-condenas-reciben-beneficios-como/cbogota/2
025-01-17/101956.php#:~:text=75%20criminales%20con%2
0m%C3%A1s%20de%201.246%20a%C3%B1os,como%20ges
tores%20de%20paz%20del%20gobierno%20Petro.

II. La figura de los gestores de paz y las zonas 
de ubicación temporal: beneficios jurídicos sin 
resultados (75 personas con antecedentes 
penales, 1.246 años de condenas acumuladas) 
 
La Ley 2272 de 2022 habilitó al Gobierno para 
suspender órdenes de captura a 
representantes de grupos armados en el marco 
de los diálogos de paz. Con base en esa 
facultad, el Gobierno Petro desarrolló la figura 
de los 'gestores de paz' mediante resoluciones 
del Comisionado de Paz, aplicándola de forma 
extensiva. 
Como ejemplo de esa aplicación extensiva, 
mediante resoluciones ejecutivas expedidas 
entre diciembre de 2025 y febrero de 2026, el 

El punto de quiebre

"Lo que estamos viendo en distintas 
regiones del país es una señal clara de 
que la política de 'Paz Total' no está 
logrando contener ni reducir la 
violencia. Las ciudades capitales están 
asumiendo las consecuencias de un 
modelo que no está garantizando 
seguridad en el territorio."
 — Andrés Santamaría, Director 
General de Asocapitales · Boletín 67, 
abril 2026

Gobierno nacional estableció múltiples Zonas 
de Ubicación Temporal (ZUT) con suspensión de 
todas las órdenes de captura, incluidas las de 
extradición, para tres grupos distintos: la 
Resolución 471 del 22 de diciembre de 2025 
creó tres zonas en Belén de Bajirá, Unguía 
(Chocó) y Tierralta (Córdoba) para el Ejército 
Gaitanista de Colombia; la Resolución 474 del 
23 de diciembre de 2025 prorrogó por siete 
meses la zona establecida en Tibú (Norte de 
Santander) para el Estado Mayor de los Bloques 
y Frentes de las FARC-EP; y la Resolución 053 
del 25 de febrero de 2026 creó una zona en 
Valle del Guamuez (Putumayo) para la 
Coordinadora Nacional Ejército Bolivariano. En 
todos los casos, los beneficios jurídicos se 
otorgaron sin participación de las autoridades 
locales y sin mecanismos de verificación 
vinculantes sobre el cese de actividades 
criminales.

Las cifras presentadas a continuación 
provienen de información divulgada por el 
Concejo de Bogotá y medios nacionales 
(Semana, enero 2025; Infobae, septiembre y 
noviembre 2024).
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El alcalde de Bogotá, Carlos Fernando Galán, denunció: "El Gobierno Nacional nombra al 
cabecilla de esa banda como gestor de paz y le levantó la orden de captura por una 
negociación que no tiene resultados positivos, sino que es peligrosa e irresponsable" (CNN 
en Español, abril 2026). La Fiscalía General de la Nación revocó 16 de 23 suspensiones de 
captura por inconsistencias en el trámite administrativo.
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El eje de seguridad y convivencia de 
Asocapitales en 2025 registró 1.983 servicios 
a nivel nacional, articulados en torno a la 
Planeación por Capacidades, el 
fortalecimiento institucional, la gestión 
migratoria y cinco encuentros de secretarios 
de seguridad de alto nivel. 
Para Arauca, este eje tiene una dimensión 
particular dada su condición de ciudad 
fronteriza con alta presencia de grupos 
armados, flujos migratorios complejos y retos 
estructurales de convivencia ciudadana.

Creció de 3.275 a 4.019 integrantes (+23%) 
(FIP, enero 2026). Expandió control 
territorial en ocho departamentos durante 
los ceses al fuego. Según reportes de fuerza 
pública, habría estado asociado a 237 de 
los 277 ataques con drones explosivos 
registrados en 2025. Declaró en noviembre 
de 2025 que recurriría a la violencia política 
en las elecciones de 2026. Diálogos 
suspendidos formalmente en abril de 2026.

EMC — alias Iván Mordisco

Pasó de aproximadamente 1.225 a 2.958 
integrantes (+141%) (FIP / PARES, 
2025–2026). Mantuvo operaciones 
armadas mientras participaba en mesas. 
Diálogos suspendidos en abril de 2026 por 
incumplimientos.

Estado Mayor de los Bloques y 
Frentes (EMBF) — alias Calarcá

El grupo más grande del país, con casi 
10.000 integrantes (+144%) y presencia en 
296 municipios de 17 departamentos (FIP, 
febrero 2026). Su nómina mensual ha sido 
estimada en 1,5 millones de dólares. Firmó 
los "Compromisos de Paz en Doha" el 18 de 
septiembre de 2025, pero ejecutó el plan 
pistola de abril–mayo 2025: 27 uniformados 
asesinados en dos semanas (Mindefensa, 
2025). En abril de 2026 el grupo descartó 
un acuerdo con el Gobierno Petro.

Ejército Gaitanista de Colombia 
(EGC) — Clan del Golfo

Pasó de 1.663 a ~2.000 integrantes 
(+20%), con presencia en 65 municipios de 
16 departamentos (PARES, diciembre 
2025). Sin proceso activo de diálogo.

Segunda Marquetalia

Creció de 2.541 a 6.450 integrantes 
(+154%) (PARES, diciembre 2025). 
Negociaciones suspendidas en enero de 
2025 tras ataques en el Catatumbo. La 
crisis en esa región generó el 
desplazamiento de 68.347 personas.

ELN

III. INCUMPLIMIENTOS REPORTADOS
POR GRUPO ARMADO
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Tabla 2 — Crecimiento de grupos armados (2024–2025) 

El Ministerio de Defensa Nacional reportó 
14.038 homicidios en 2025, siendo el año 
más violento de la última década, con una 
tasa de 26,4 homicidios por cada 100.000 
habitantes — la más alta desde 2021. Esto 
representa un aumento del 4% frente a 
2024, cuando se reportaron 13.497 casos, 
y rompe una tendencia de relativa 
estabilidad que se mantuvo entre 2017 y 
2023.

El Gobierno Petro acumula más de 50.000 
homicidios en sus primeros tres años 
(agosto 2022–marzo de 2026), superior a 
los 46.797 del periodo equivalente de 
Duque y los 44.901 del segundo mandato 
del presidente Santos. 

Homicidios

En relación con la extorsión, 2025 registró 
13.417 casos a nivel nacional — la segunda 
cifra más alta de la última década, apenas 
por debajo del récord de 13.802 casos de 
2024. La FIP advierte que en zonas de 
influencia armada la extorsión no 
denunciada supera ampliamente los 
registros oficiales.

Extorsión

En relación con el secuestro, 2025 fue el 
año más crítico de la última década, con 
701 casos registrados a nivel nacional — la 
cifra más alta desde 2015 y más del doble 
que en 2024, cuando se reportaron 313 
casos (+124%).

Secuestro

IV. INDICADORES DE
VIOLENCIA NACIONAL

https://storage.ideaspaz.org/documents/cifras-fip-2025.pdf3

3
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OCHA reportó la cifra más alta por 
desplazamientos masivos en los últimos 18 
años en Colombia, desde que iniciaron los 
reportes históricos. En 2025, más de 
88.100 personas fueron víctimas de 
desplazamiento masivo, un incremento del 
69% frente al total de 2024.

Desplazamiento

Se estima la circulación de 5 millones de 
armas ilegales  (Indepaz / FIP, 2024). 277 
ataques con drones explosivos en 2025, 
+133% respecto a 2024 (Mindefensa, 
diciembre 2025). 13 zonas de disputa 
armada activa, frente a 6 en 2022 (FIP, 
enero 2026).

Armas y tecnología bélica

Las ciudades capitales concentran cerca del 50% de los delitos de alto impacto del país — 
entendidos como homicidio, lesiones personales, hurto, extorsión y secuestro (Mindefensa, 
2025). Son las autoridades locales las que absorben las consecuencias de una política 
diseñada y ejecutada con participación limitada de los gobiernos locales.

V. CONSECUENCIAS DIRECTAS
SOBRE LAS CIUDADES CAPITALES

Según el Ministerio de Defensa Nacional 
(2025), en las principales ciudades 
capitales seleccionadas se registraron: 
Bogotá 1.186 homicidios, Cali 1.061, 
Barranquilla 429, Cartagena 360, Medellín 
333, Cúcuta 344. El 92% de los homicidios 
a nivel nacional permanece sin resolución 
judicial con condena o imputación firme 
(PARES, agosto 2025).

1.  Homicidios: impunidad 
estructural y diferencial de 
violencia

Asocapitales emitió un informe el pasado 
22 de abril de 2026 en el que reveló que, 
entre enero de 2024 y abril de 2026, al 
menos 11 alcaldes de ciudades capitales — 
incluidos los de Bogotá, Medellín y Cali — 
fueron objeto de amenazas directas o 
alertas de atentado, junto con más de 8 
secretarios de despacho (Vanguardia, 22 de 
abril de 2026). Las amenazas han sido 
relacionadas con el EGC / Clan del Golfo, el 
EMC y estructuras de crimen organizado 
urbano.

3.  Once alcaldes amenazados: 
alerta institucional de alta 
gravedad

Bogotá opera con entre 206 y 210 policías 
por cada 100.000 habitantes, frente a la 
referencia internacional de 300 
(ONU-Hábitat / UNODC). Eso equivale a 
cerca del 31% menos del pie de fuerza 
recomendado. Las capitales no contaron 

2.  Déficit policial estructural en 
las capitales

con transferencias presupuestales 
adicionales del Gobierno Nacional para 
compensar el incremento de violencia 
urbana registrado en el periodo de la Paz 
Total.

https://storage.ideaspaz.org/documents/FIP_NE_MercadoArmas_web.pdf4
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En junio de 2025, los 32 alcaldes de 
ciudades capitales se reunieron en Bogotá 
en el marco de Asocapitales para rechazar 
la situación. Declararon que los grupos 
armados "se están aprovechando de la 
buena fe de los colombianos" y exigieron 
revisar la Paz Total.

"Cualquier política de paz debe ir 
acompañada por una política contundente 
de seguridad, de lo contrario tenemos una 
descomposición de los territorios."
 — Alejandro Eder, Alcalde de Cali · El 
Tiempo, junio 2025

"Hay que devolverle la confianza a la 
ciudadanía porque se ha perdido. El 
Gobierno ha sostenido encuentros con 
actores ilegales en lugar de fortalecer la 
coordinación con las autoridades locales."
— Federico Gutiérrez, Alcalde de Medellín ·  
Cumbre con el Gobierno, noviembre 2025

4.  Respuesta institucional de los 
gobiernos locales

Los 13.417 casos de extorsión registrados 
en 2025 (Mindefensa) representan uno de 
los más altos de la última década. El primer 
trimestre de 2026 continuó la tendencia al 
alza. Bogotá, Cali, Barranquilla y Cúcuta 
encabezan los registros de denuncia. Las 
ciudades capitales concentran una parte 
significativa de la extorsión nacional: de los 
12.180 casos registrados en capitales en 
2025, frente a un total nacional de 13.417 
casos, esto significa que el 90,8% de toda la 
extorsión del país ocurre en las ciudades 
capitales.

6.  Extorsión urbana: 
financiamiento ilegal en pleno 
proceso de diálogo

El aumento del 124% en secuestros entre 
enero y diciembre de 2025 respecto al 
mismo periodo de 2024 (701 vs. 313 casos) 
es el mayor incremento interanual desde 
2007. Analistas de la FIP señalan una 
presencia creciente del fenómeno en 
municipios con cabeceras urbanas.

7.  Incremento del secuestro con 
componente urbano creciente

La FIP documentó que en 2025 varios 
combates ocurrieron en cascos urbanos. El 
Clan del Golfo, el ELN y las disidencias 
ejercen gobernanza criminal paralela en 
barrios de Barranquilla, Cali, Buenaventura, 
Cúcuta y otras capitales: cobran extorsión 
sistemática, regulan mercados de drogas 
ilícitas y, en algunos casos, ejercen control 
sobre el uso del espacio público.

5.  Urbanización del crimen: 
combates y gobernanza criminal 
dentro del perímetro urbano
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Tabla 3 — Consecuencias en ciudades capitales: indicadores clave 
(2025–2026)
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• Marco jurídico insuficiente. Si bien la 
Ley 2272 de 2022 y el Plan Nacional de 
Desarrollo establecieron un marco 
general para la Paz Total, este resultó 
insuficiente para el alcance real que 
tuvo la política. Varios procesos se 
iniciaron sin protocolos de verificación 
vinculantes ni consecuencias 
automáticas ante incumplimientos, y los 
mecanismos de sometimiento para 
estructuras de crimen organizado 
carecieron del desarrollo normativo 
necesario para hacerlos efectivos.

• Gestores de paz — incentivos no 
previstos. 75 personas con 
antecedentes o condenas penales 
recibieron beneficios jurídicos 
significativos sin aportar resultados 
verificables de reducción de violencia, 
generando incentivos que en la práctica 
facilitaron la reorganización operativa 
de algunas estructuras en lugar de 
promover su desmantelamiento.

• Simultaneidad sin priorización. El 
Gobierno negoció de manera simultánea 
con múltiples organizaciones de 
naturaleza jurídica y política distinta, lo 
que diluyó la capacidad técnica del 
Estado para monitorear los procesos, 
detectar incumplimientos 
oportunamente y responder con 
consecuencias concretas.

• Exclusión de los gobiernos locales. Las 
ciudades capitales concentran cerca del 
50% de los delitos de alto impacto del 
país y absorbieron directamente las 

VI. FACTORES ESTRUCTURALES QUE
LIMITAN LOS RESULTADOS DE LA
POLÍTICA DE PAZ TOTAL 

• consecuencias de la política, sin haber 
participado en su diseño ni en las mesas 
de negociación. Alcaldes y 
gobernadores no contaron con 
herramientas jurídicas, presupuestales 
ni de inteligencia proporcionales a su 
nivel de exposición.

• Persistencia de economías ilegales. 
Ningún grupo armado acordó 
compromisos verificables sobre 
narcotráfico, minería ilegal o extorsión. 
Las economías ilegales continuaron 
operando sin restricción durante los 
diálogos, financiando el crecimiento de 
las estructuras que simultáneamente 
negociaban con el Estado.

• Respuesta militar insuficiente. La 
presión militar no estuvo articulada con 
los procesos de negociación. Los 
grupos armados operan en unidades 
pequeñas, en civil y en entornos 
urbanos, lo que dificulta la respuesta 
convencional; sin embargo, la ofensiva 
estatal no se adaptó oportunamente a 
ese nuevo patrón operacional, 
permitiendo que los grupos ampliaran 
su pie de fuerza en un 107% durante el 
periodo de la Paz Total.
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Atentados simultáneos con cilindros 
explosivos contra el Batallón Pichincha 
(Tercera Brigada) en Cali y el Batallón 
Agustín Codazzi en Palmira. Sin víctimas 
fatales reportadas, con daños graves en 
infraestructura militar (El Tiempo, 25 de 
abril de 2026).

Viernes 24 de abril

HECHOS EN CURSO AL MOMENTO DE PUBLICACIÓN — 26 DE ABRIL DE 2026

Cilindro bomba en El Túnel, vía 
Panamericana, Cajibío (Cauca): 20 muertos 
y al menos 36 heridos, cinco de ellos 
menores (El Tiempo / Infobae Colombia, 
25–26 de abril de 2026). Destrucción de un 
tramo vial de gran magnitud. Ataques 
adicionales en Jamundí, El Tambo, Miranda, 
Silvia, Guachené y Jambaló.

Sábado 25 de abril

Continúan ataques a estaciones de Policía y 
gasolineras en municipios del Cauca. Las 
FF.MM. frustraron al menos cinco atentados 
adicionales, incluyendo un dron explosivo 
contra el Cantón José Hilario López en 
Popayán.

Balance: más de 26 acciones criminales 
coordinadas en 48 horas. Gobernación del 
Cauca: decreto de duelo departamental 
(Decreto 0303-04-2026). Indepaz reportó 
que el atentado en Cajibío elevó a 47 las 
masacres en lo corrido del año. El Gobierno 
Nacional ofreció una recompensa de 5.000 
millones de pesos por alias Marlón.

Domingo 26 de abril

VII. ACTUALIZACIÓN URGENTE: ESCALADA
TERRORISTA DEL 24–26 DE ABRIL DE 2026

Esta escalada confirma en tiempo real la tesis central del Boletín 67: el EMC — 
específicamente el Frente Jaime Martínez, articulado por alias Marlón, según atribución del 
Comando General de las Fuerzas Militares (26 de abril de 2026) — ejecutó una ofensiva 
terrorista coordinada contra población civil e infraestructura del Estado.
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• Protección civil verificable en ciudades 
capitales. Establecer medidas 
concretas de protección civil con 
indicadores públicos de cumplimiento y 
mecanismos de rendición de cuentas 
ante los gobiernos locales, que permitan 
medir resultados reales en los territorios 
más afectados.

• Fortalecimiento del pie de fuerza 
policial. Trazar una hoja de ruta con 
financiamiento nacional para que las 
ciudades capitales avancen 
progresivamente hacia la referencia de 
300 agentes por cada 100.000 
habitantes recomendada por 
ONU-Hábitat y UNODC, priorizando los 
municipios con mayor déficit.

• Rediseño de los procesos de diálogo. 
Condicionar cualquier proceso de paz o 
sometimiento a verificación 
independiente, indicadores públicos de 
avance y consecuencias automáticas 
ante incumplimientos verificados, 
eliminando los incentivos que 
permitieron a los grupos armados 
negociar sin costo operativo.

• Inclusión formal de los gobiernos 
locales. Garantizar la participación de 
alcaldes y gobernadores en el diseño y 
seguimiento de la política de paz y 
seguridad, dotándolos de herramientas 
jurídicas, presupuestales y de 
inteligencia proporcionales a su nivel de 
exposición frente a los grupos armados.

VIII. RECOMENDACIONES DE
POLÍTICA PÚBLICA

• Ataque estructural a las economías 
ilegales. Establecer como condición 
previa o simultánea a cualquier proceso 
de diálogo compromisos verificables 
sobre erradicación de cultivos ilícitos, 
lucha contra la extracción ilícita de 
yacimientos mineros y 
desmantelamiento de redes de 
extorsión, sin los cuales el 
financiamiento ilegal de los grupos no 
cesa.

• Revisión de la figura de gestores de paz. 
Condicionar su aplicación a resultados 
verificables de reducción de violencia y 
establecer controles que impidan su uso 
para mantener, reorganizar o fortalecer 
estructuras criminales activas, 
garantizando que los beneficios 
jurídicos tengan una contraprestación 
real y medible.

• Prevención del reclutamiento de 
menores. Adoptar una política nacional 
de prevención del reclutamiento forzado 
de niños, niñas y adolescentes que 
establezca responsabilidades concretas 
entre el Gobierno Nacional y los 
gobiernos locales, con sistemas de 
alertas tempranas en territorios de alta 
presencia armada, rutas institucionales 
de protección y atención, y la condición 
expresa de que ningún proceso de 
diálogo o beneficio jurídico podrá 
mantenerse vigente frente a grupos que 
incorporen menores de edad en sus 
filas.
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Este análisis consolida datos de fuentes oficiales (Medicina Legal, Mindefensa, Defensoría 
del Pueblo, UNODC, OCHA), centros de investigación independientes (FIP, PARES, Indepaz) y 
medios de referencia. Las cifras nacionales y las cifras urbanas de ciudades capitales se 
diferencian explícitamente en el texto. Los datos de pie de fuerza de grupos armados 
corresponden a estimaciones de la FIP y PARES; no son cifras oficiales del Gobierno 
Nacional.
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